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DEPARTAMENTO
DE ECONOMÍA Y FINANZAS

DECRETO LEGISLATIVO
1/2002, de 24 de diciembre, por el que se aprue-
ba el Texto refundido de la Ley de patrimonio de
la Generalidad de Cataluña.

La disposición final segunda, apartado 3, de
la Ley 21/2001, de 28 de diciembre, de medidas
fiscales y administrativas, autorizó al Gobierno
para que, en el plazo máximo de un año desde
la entrada en vigor de esta Ley, elabore un texto
refundido de la Ley 11/1981, de 7 de diciembre,
de patrimonio de la Generalidad de Cataluña,
con la incorporación de las modificaciones que
se introduzcan mediante esta Ley y las introdu-
cidas por las leyes de presupuestos posteriores
a la entrada en vigor de la mencionada Ley, y por
las disposiciones siguientes:

Decreto legislativo 15/1994, de 26 de julio, por
el que se adecua la Ley 11/1981, de 7 de diciem-
bre de Patrimonio de la Generalidad de Cata-
luña, a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
régimen jurídico de las administraciones públi-
cas y del procedimiento administrativo común.

Ley 9/1997, de 23 de junio, sobre la partici-
pación de la Generalidad de Cataluña, en socie-
dades mercantiles y civiles y de modificación de
las leyes 11/1981, 10/1982 y 4/1985.

Ley 17/1997, de 24 de diciembre, de medidas
administrativas y de organización.

Ley 25/1998, de 31 de diciembre, de medidas
administrativas, fiscales y de adaptación al euro.

Ley 4/2000, de 26 de mayo, de medidas fisca-
les y administrativas.

Ley 15/2000, de 29 de diciembre, de medidas
fiscales y administrativas.

Asimismo, el apartado 3 de la disposición final
cuarta, estableció que la autorización para la
refundición incluía también la facultad de regu-
larizar, aclarar y armonizar estas disposiciones,
así como la obligación de efectuar la conversión
a la unidad monetaria euro de todos los importes
a que se refieren las disposiciones que han de
integrar el texto refundido.

Por tanto, en ejercicio de la mencionada de-
legación, de acuerdo con el dictamen emitido
por la Comisión Jurídica Asesora, y de acuer-
do con el Gobierno,

DECRETO:

Artículo único
Se aprueba el Texto refundido de la Ley de

patrimonio de la Generalidad de Cataluña que
se publica acto seguido.

DISPOSICIÓN FINAL

Este Decreto legislativo entrará en vigor el
día siguiente de su publicación en el DOGC.

Barcelona, 24 de diciembre de 2002

JORDI PUJOL

Presidente de la Generalidad de Cataluña

FRANCESC HOMS I FERRET

Consejero de Economía y Finanzas

TEXTO

refundido de la Ley de patrimonio de la Gene-
ralidad de Cataluña

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1
El patrimonio de la Generalidad de Catalu-

ña está constituido de todos los bienes y dere-
chos que le pertenecen por cualquier título.

Artículo 2
Los bienes de la Generalidad de Cataluña se

clasifican en bienes de dominio público o dema-
niales y en bienes de dominio privado o patri-
moniales.

Artículo 3
1. Son bienes de dominio público de la Gene-

ralidad de Cataluña los afectados al uso general
o a los servicios públicos propios de la Genera-
lidad y aquellos que una ley así lo declare.

2. También lo son los edificios en los que se
alojan los órganos de la Generalidad definidos
por el Estatuto.

3. No son bienes de dominio público de la
Generalidad de Cataluña aquellos bienes que,
siendo de dominio público, no son afectados al
uso general o a los servicios públicos propios del
ejercicio de las competencias de la Generalidad
o la titularidad de los cuales no le corresponde.

Artículo 4
Integran los bienes patrimoniales de la Ge-

neralidad:
a) Los bienes que son propiedad de la Ge-

neralidad y no son afectados directamente a un
uso general o un servicio público.

b) Los derechos derivados de la titularidad
de los bienes patrimoniales de la Generalidad.

c) Los derechos reales y de arrendamiento
que le pertenecen, y cualquier otro derecho
sobre cosa ajena.

d) Los derechos de propiedad inmaterial que
pertenecen a la Generalidad.

e) Las cuotas, las partes alícuotas y los títu-
los representativos del capital que le pertene-
cen de empresas constituidas de acuerdo con el
derecho civil o el mercantil.

f) Cualquier otro bien o derecho cuya titu-
laridad corresponde a la Generalidad de Cata-
luña y no es calificado de dominio público.

Artículo 5
1. El patrimonio de la Generalidad de Cata-

luña se rige por la presente Ley, por los regla-
mentos que lo apliquen y lo desarrollen y, a falta
de éstos, por las normas del derecho privado civil
o mercantil y por el derecho público.

2. En cuanto a las propiedades administra-
tivas especiales, son de aplicación sus normas re-
guladoras específicas.

Artículo 6
El ejercicio de las funciones dominicales sobre

el patrimonio de la Generalidad que esta Ley no
atribuye al Parlamento o al Gobierno correspon-
de al Departamento de Economía y Finanzas, sin
perjuicio de las funciones y las responsabilidades
de otros departamentos con respecto a los bie-
nes de dominio público que les sean adscritos, con
las excepciones previstas en esta Ley.

CAPÍTULO II
Cambios de calificación y afectación

Artículo 7
1. La desafectación de los bienes de dominio

público de la Generalidad de Cataluña corres-

ponde al Departamento de Economía y Finan-
zas, si su valor según tasación pericial no exce-
de seis millones diez mil ciento veintiún euros
con cuatro céntimos y al Gobierno de la Gene-
ralidad de Cataluña, a propuesta del Departa-
mento de Economía y Finanzas, si pasa de esta
cantidad. En ambos casos es previa la instruc-
ción del expediente por el Departamento de
Economía y Finanzas, donde se ha de acreditar
que no es necesaria la afectación al uso general
o a los servicios públicos.

2. Este procedimiento no es necesario cuan-
do la desafectación se produce a consecuencia
de un expediente de deslinde del dominio pú-
blico. Del resultado del expediente, se tiene que
dar cuenta al Departamento de Economía y Fi-
nanzas.

3. La desafectación de los bienes transferidos
del Estado a la Generalidad se ha de hacer de
acuerdo con aquello que establezcan las leyes.

4. El Departamento de Economía y Finanzas
puede iniciar el procedimiento de desafectación
de los bienes inmuebles de dominio público que,
con la comprobación previa correspondiente, no
sean utilizados por los departamentos que los
tienen asignados.

Artículo 8
1. Los bienes patrimoniales de la Generali-

dad recibirán la condición de bienes de domi-
nio público:

a) Cuando, por resolución expresa del Go-
bierno de la Generalidad, a propuesta del De-
partamento de Economía y Finanzas, se afec-
tarán a un uso general o a un servicio público.

b) Cuando se utilizarán de hecho para fines
de uso general o de servicio público durante el
plazo de un año.

c) Cuando la afectación al uso general o a los
servicios públicos resultará expresamente o im-
plícita de planes, programas, proyectos o reso-
luciones aprobados por el Gobierno de la Ge-
neralidad.

d) Por resolución del Parlamento.
2. Tienen también la condición de bienes de

dominio público, sin necesidad de ningún acto
formal, los bienes destinados al uso general o al
servicio público que adquiera la Generalidad en
virtud de la usucapión.

Artículo 9
1. Los bienes adquiridos por la Generalidad

mediante expropiación forzosa se entienden
afectados a los fines determinados de su decla-
ración de utilidad pública o de interés social.

2. Acabada la afectación, pasarán a ser bie-
nes patrimoniales, sin perjuicio, si procede, del
derecho de reversión en los términos de la le-
gislación de expropiación forzosa.

3. La mutación de destino dentro del dominio
público de los bienes que pertenezcan, por cual-
quier título, a la Generalidad de Cataluña, ha
de ser hecha por Departamento de Economía
y Finanzas.

Artículo 10
1. Los organismos autónomos y las empre-

sas públicas de la Generalidad de Cataluña y las
sociedades de capital público en que la Gene-
ralidad de Cataluña tiene participación mayo-
ritaria pueden solicitar al Departamento de Eco-
nomía y Finanzas, mediante el departamento del
que dependan o al cual estén vinculados, y para
el cumplimiento de sus fines, la adscripción de
bienes inmuebles patrimoniales de la Genera-
lidad de Cataluña.
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Únicamente se pueden adscribir bienes de
dominio público a los organismos autónomos,
las empresas públicas y las sociedades de capi-
tal público con participación mayoritaria de la
Generalidad, en relación con los bienes que tie-
ne asignados el mismo departamento del cual
dependen.

2. El consejero o consejera de Economía y
Finanzas, atendiendo a las razones expuestas por
el organismo solicitante, si no hay ningún depar-
tamento interesado en el bien o si lo considera
oportuno, adopta la resolución de adscripción
correspondiente, haciendo especial mención a
la finalidad a la cual los bienes han de ser des-
tinados.

3. Si hay más de un organismo interesado, la
resolución corresponde al Gobierno.

4. Los organismos autónomos, las empresas
públicas de la Generalidad y las sociedades de
capital público en que la Generalidad tiene
participación mayoritaria y que reciban los ci-
tados bienes no adquieren la propiedad y han
de utilizarlos exclusivamente para el cumpli-
miento de los fines que determina la adscripción,
de una manera directa o mediante la percepción
de las rentas o los frutos. En el caso que bien
adscrito no se dedique al cumplimiento de las
finalidades previstas, se ha de incorporar al
patrimonio de la Generalidad, la cual, con la
tasación previa de su valor pericial, ha de exi-
gir los detrimentos evaluados.

CAPÍTULO III
Adquisición
Artículo 11

La Generalidad de Cataluña tiene plena ca-
pacidad para adquirir bienes y derechos por los
medios establecidos por las leyes, incluso por
transferencia del Estado o de las entidades lo-
cales, y para poseerlos así como para ejercitar
las acciones y los recursos procedentes en de-
fensa de sus derechos.

Artículo 12
1. Las adquisiciones de inmuebles y de de-

rechos reales a título de donación de particulares
o a título de cesión gratuita de administraciones
públicas a favor de la Generalidad de Catalu-
ña se han de aceptar por acuerdo del Gobierno,
a propuesta conjunta del departamento intere-
sado en la aceptación de la donación o la cesión
y del Departamento de Economía y Finanzas.
Una vez formalizada en documento público la
aceptación, se han de publicar los detalles de la
adquisición lucrativa en el Diario Oficial de la
Generalidad de Cataluña. En el supuesto que el
inmueble o derecho real tenga cargas, el valor
global de éstas no puede rebasar en ningún caso
el 50% del valor del bien o derecho a adquirir.
En el supuesto que el donante o cedente impon-
ga condicionantes, el valor global de éstos no
puede superar en ningún caso el valor del bien
o derecho a adquirir. En ambos casos el valor
de las cargas, condicionantes y de los bienes o
derechos a ceder son determinados mediante
tasación pericial. No se consideran gravámenes
a estos efectos ni se computan los gastos deri-
vados de los condicionantes impuestos por el
donante o cedente siempre que impliquen una
inversión en el inmueble para ser destinado a
utilidad o servicios públicos competencia de la
Generalidad de Cataluña.

En el supuesto de reversión de los bienes o
derechos cedidos por otras administraciones
públicas, la Generalidad de Cataluña se puede

resarcir del importe de las actuaciones que se
hayan llevado a término y que sean consecuen-
cia de las condiciones impuestas por el cedente.

2. En cuanto a la adquisición lucrativa de bie-
nes muebles y cantidades en dinero, ofrecidos por
personas físicas o jurídicas, su aceptación corres-
ponde al titular del departamento al cual se ha-
yan ofrecido, que los tiene que destinar a aque-
llo determinado en el ofrecimiento o la donación.
Este departamento ha de publicar en el Diario
Oficial de la Generalidad de Catalunya (DOGC)
los detalles de la adquisición lucrativa.

3. La aceptación de herencias siempre se ha de
entender que es hecha a beneficio de inventario.

Artículo 13
1. Las adquisiciones de bienes a título oneroso

exigen el cumplimiento de las reglas de publici-
dad y de concurrencia previstas por la legislación
reguladora de la contratación administrativa.
Cuándo la adquisición se realice en el marco del
procedimiento de expropiación se observarán las
normas específicas de éste.

2. No obstante, el Departamento de Econo-
mía y Finanzas, previa petición del Departamen-
to interesado, podrá prescindir del trámite de
concurso y autorizar la adquisición directa cuan-
do proceda por las peculiaridades de los bienes
o de las necesidades del servicio a satisfacer, o
por la urgencia extrema de la adquisición a efec-
tuar o por las limitaciones del mercado inmo-
biliario de la localidad dónde son situados. En
este caso se dará cuenta al Gobierno, que apre-
ciará la urgencia y/o la concurrencia de razones
que lo justifiquen, y se publicarán los detalles de
la adquisición en el DOGC.

3. Tanto en el supuesto del apartado 1 como
en el del apartado 2 pueden adquirirse solares
con edificios en construcción o en proyecto para
que puedan ser acabados o levantados por el
transmitente y entregados a la Generalidad de
Cataluña. En el supuesto que sea el mismo trans-
mitente el que acabe o levante el edificio y se
obligue a entregarlo a la Generalidad, la eficacia
del contrato queda supeditada a la finalización
de la construcción o del proyecto. En el supuesto
de que sea el mismo transmitente quien acabe
o levante los edificios en construcción o en pro-
yecto, la Generalidad de Cataluña, ha de exigir
cualquier garantía que, admitida en derecho,
garantice la total finalización de la construcción
y la entrega del edificio a la Generalidad.

4. Tanto en el supuesto del apartado 1 como
del apartado 2 pueden adquirirse inmuebles vin-
culándolos al pago de una prestación periódi-
ca en cualquiera de las modalidades reguladas
por el derecho de censo en la legislación civil
catalana y se pueden asumir, si fuera necesario,
los compromisos previos que, sin comportar
obligaciones pecuniarias con vencimiento ante-
rior a la adquisición definitiva de los derechos,
sean adecuados a esta finalidad, y corresponde
al Gobierno la autorización. Se ha de dar cuenta
al Parlamento de estas adquisiciones.

Artículo 14
1. Los arrendamientos de bienes inmuebles

necesarios para las finalidades de la Generali-
dad han de ser concertados por el Departamento
de Economía y Finanzas mediante concurso pú-
blico, salvo los supuestos que éste acuerde la
contratación directa en los casos señalados en
el artículo 13.2.

2. Corresponde al Departamento de Econo-
mía y Finanzas acordar la resolución volunta-
ria de estos contratos de arrendamiento.

3. Los arrendamientos de inmuebles median-
te contratos de arrendamiento financiero inmo-
biliario corresponde autorizarlos al Gobierno,
y se ha de dar cuenta al Parlamento de las ad-
quisiciones hechas de acuerdo con estos arren-
damientos. Asimismo, corresponde al Gobierno
la resolución voluntaria de este tipo de contratos.

4. Tanto en el supuesto del apartado 1 como
en el del apartado 3 pueden arrendarse bienes in-
muebles en construcción o en proyecto. La efi-
cacia del contrato de arrendamiento queda su-
peditada a la finalización total de la construcción.

Artículo 15
1. Los organismos, las entidades autónomas

o las empresas públicas de la Generalidad de Ca-
taluña y las empresas en que la Generalidad
participa mayoritariamente que han de adqui-
rir por medio de cualquier título locales, inmue-
bles o derechos reales o han que disponer como
arrendatarios, ocupantes o usuarios, por el sis-
tema de contratación directa, han de enviar a la
Dirección General del Patrimonio de la Gene-
ralidad de Cataluña, previamente a la formali-
zación del contrato correspondiente, una copia
íntegra del expediente de contratación para la
emisión del informe previo, que tiene el carácter
de vinculante. Dichos organismos, entidades o
empresas tienen que proceder de la misma ma-
nera en cualquier contrato o documento de
modificación o de sustitución total o parcial o de
resolución de los antes mencionados. Un vez fir-
mado, han de enviar a la Dirección General del
Patrimonio de la Generalidad de Cataluña una
copia o una fotocopia debidamente compulsada
del contrato o del documento. Este informe no
es necesario respecto a las adquisiciones de bienes
para las empresas públicas con la finalidad de
devolverlos al tráfico jurídico privado de acuer-
do con las funciones que tienen atribuidas.

2. Lo que establece esta disposición se aplica
a todas las entidades, las empresas o las socie-
dades a las que se refiere el artículo 1.a y b de
la Ley 4/1985, de 29 de marzo, del Estatuto de
la empresa pública catalana, a la Corporación
Catalana de Radio y Televisión, al Servicio
Catalán de la Salud y, en general, a todas las
entidades en las cuales la participación directa
o indirecta o la representación de la Generali-
dad de Cataluña es mayoritaria.

Artículo 16
La adquisición a título oneroso de cuotas,

partes alícuotas o títulos representativos del ca-
pital de empresas constituidas de acuerdo con el
derecho civil o el mercantil se tiene que hacer por
compra o por suscripción. Corresponde de acor-
darla al Gobierno, a propuesta del Departamento
de Economía y Finanzas y si fuera el caso, del
consejero o consejera competente por razón de
la materia. En caso de empresas mercantiles la
participación de la Generalidad en el capital de
la empresa, como resultado de la adquisición, no
puede ser inferior al 5% del capital.

CAPÍTULO IV
Enajenación y cesión
Artículo 17

Los bienes de dominio público de la Gene-
ralidad son inalienables, imprescriptibles e in-
embargables.

Artículo 18
1. La aprobación de los expedientes de ena-

jenación de los bienes inmuebles no afectados
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al uso general o al servicio público correspon-
de al consejero o consejera de Economía y Fi-
nanzas si el valor del bien, según tasación peri-
cial, no excede seis millones diez mil ciento
veintiún euros con cuatro céntimos, y al Gobier-
no de la Generalidad de Cataluña, a propues-
ta del Departamento de Economía y Finanzas,
si su valor, también según tasación pericial, ex-
cede la mencionada cifra y no rebasa los doce
millones veinte mil doscientos cuarenta y dos
euros con nueve céntimos; si excede de esta
cantidad, ha de ser autorizada por el Parlamento
de Cataluña.

2. La enajenación de los bienes inmuebles se
tiene que hacer mediante subasta pública, ex-
cepto que el Gobierno, a propuesta del conse-
jero o consejera de Economía y Finanzas, acuer-
de la enajenación directa.

3. Para concurrir a las subastas, los licitadores
han de constituir, antes del inicio de la subasta,
una garantía equivalente al 25% de la cantidad
fijada como tipo de licitación, en la Caja General
de Depósitos de la Generalidad, a disposición
del consejero o consejera de Economía y Finan-
zas. Igualmente en el supuesto de enajenación
directa, antes de la aprobación de la enajenación,
el interesado ha de haber depositado en concep-
to de garantía, en la Caja General de Depósi-
tos de la Generalidad, a disposición del conse-
jero o consejera de Economía y Finanzas, el 25%
del precio de venta determinado por tasación
pericial. Si, por causa o causas imputables al in-
teresado, no se llegara a formalizar la enajena-
ción, el depósito constituido se aplica al Teso-
ro de la Generalidad en concepto de penalidad.
Los depósitos se pueden constituir en cualquiera
de las formas establecidas reglamentariamen-
te. Si los depósitos se constituyen en metálico,
en el caso de formalizarse la enajenación, estos
tendrán la consideración de la cantidad entregada
a cuenta del precio a satisfacer por el adquiren-
te. Las enajenaciones de bienes procedentes de
herencias intestadas se rigen por su normativa es-
pecífica.

Artículo 19
Los inmuebles de la Generalidad de Cataluña

declarados enajenables en la forma establecida
en el artículo anterior podrán ser permutados
por otros, previa tasación pericial, siempre que
de ésta resulte que la diferencia del valor entre
los bienes que se trata de permutar no sea su-
perior al cincuenta por ciento del que tenga un
valor más alto.

Artículo 20
1. La enjenación de bienes muebles se ha de

hacer mediante subasta pública pero el Depar-
tamento de Economía y Finanzas puede acor-
dar la dispensa del trámite en los supuestos del
artículo 13.2. Cuando se tratará de obras de arte
o de objetos de interés histórico, arqueológico
o artístico, la aprobación corresponderá al Go-
bierno de la Generalidad; sin embargo corres-
ponderá al Parlamento de Cataluña mediante
ley si el valor, según tasación pericial, excedie-
ra de trescientos mil quinientos seis euros con
cinco céntimos. El acuerdo de enajenación im-
plicará en todos los casos la desafectación de los
bienes.

2. No obstante lo que establece el artículo
18.3, cuando la enajenación directa de bienes
muebles sea procedente no se requiere la cons-
titución de ninguna garantía.

3. El Departamento de Economía y Finan-
zas puede acordar la cesión gratuita de bienes

muebles para fines de utilidad pública o de in-
terés social, a favor de instituciones o de corpo-
raciones públicas o privadas sin ánimo de lucro.

Artículo 21
La enajenación de títulos representativos del

capital en empresas mercantiles corresponde al
Gobierno, a propuesta del Departamento de
Economía y Finanzas, siempre que el importe
de la participación de la Generalidad en la em-
presa no quede por debajo del 10% una vez
hecha la operación. La enajenación de títulos
representativos del capital en una cantidad que
implique directa o indirectamente la pérdida de
la condición mayoritaria o extinguiera la parti-
cipación se deberá autorizar por ley.

Artículo 22
1. Mediante acuerdo, el Gobierno, a propues-

ta del Departamento de Economía y Finanzas,
puede ceder gratuitamente el dominio de bie-
nes patrimoniales inmuebles de la Generalidad
a favor de otras administraciones o institucio-
nes públicas o entidades privadas sin ánimo de
lucro que deban utilizarlos para utilidad pública
o de interés social. En los mismos términos y
condiciones, el Gobierno, mediante acuerdo,
puede ceder gratuitamente el uso de bienes
patrimoniales inmuebles de la Generalidad.

2. Las cesiones autorizadas por el apartado
1 requieren la iniciación y la tramitación del ex-
pediente correspondiente por la Dirección Ge-
neral del Patrimonio de la Generalidad. En este
expediente ha de que figurar la descripción fí-
sica y jurídica de los bienes, la tasación pericial
correspondiente y el informe de dicha dirección
general, donde conste que el bien a ceder no es
necesario para la Generalidad y que queda jus-
tificada la adecuación de los bienes al uso y
las finalidades que condicionan la cesión.

3. El acuerdo de cesión siempre ha de consig-
nar el uso concreto y las finalidades a las que las
entidades cesionarias han de destinar los bienes,
el plazo para cumplir los fines y para ser destina-
dos los bienes, y ha de establecer el derecho de
reversión automática de pleno derecho al patri-
monio de la Generalidad, para el caso que los
bienes cedidos no se destinen al uso determina-
do o dejen de ser destinados en los plazos fijados.

4. El derecho de reversión al que se refiere
el apartado 3 produce plenos efectos en el mis-
mo momento que se acredite, mediante acta no-
tarial notificada en forma, que los bienes cedi-
dos no se destinan a las finalidades previstas. El
derecho de reversión recae sobre los bienes pro-
piamente cedidos, y también sobre las construc-
ciones, las instalaciones y las mejoras con todas
sus pertenencias y accesiones existentes en di-
chos bienes, sin que el ente cesionario tenga nin-
gún derecho a ser indemnizado, sin perjuicio del
derecho de la Generalidad de recibir, habiendo
hecho la tasación pericial, el valor de los daños
y del detrimento causado en los bienes que son
objeto de reversión.

5. El acuerdo de cesión de uso o la publica-
ción en el Diario Oficial de la Generalidad de Ca-
taluña del acuerdo de cesión del dominio, lleva
implícita la desafectación de los bienes objeto
de cesión sin ningún otro requisito.

Artículo 23
1. La cesión de bienes adscritos a funciones

o servicios que se traspasen o deleguen a las cor-
poraciones locales se ha de hacer en las condi-
ciones que establezca la correspondiente Ley de

transferencia o delegación, que podrá prever la
reversión de los bienes cedidos en caso de no ser
necesarios para la prestación del servicio.

2. En todos los casos la reasunción del servi-
cio o de la función comportará la transferencia
de los bienes adscritos a aquellos.

Artículo 24
Los bienes propiedad de las entidades autó-

nomas de carácter administrativo de la Genera-
lidad que no sean necesarios para el cumplimien-
to de sus fines se han de incorporar al patrimonio
de la Generalidad.

No obstante, estas entidades pueden enaje-
nar los bienes adquiridos por ellas mismas con
la finalidad de devolverlos al tráfico jurídico
privado, de acuerdo con las funciones que tie-
nen atribuidas, así como aquellos que se cons-
tituyen como inversión de las reservas que ten-
gan legalmente constituidas.

Artículo 25
1. No se pueden gravar los bienes o los de-

rechos del patrimonio de la Generalidad si no
es con los requisitos exigidos para enajenarlos.

2. Tampoco no se pueden realizar transaccio-
nes sobre los bienes o derechos de la Genera-
lidad ni someter a arbitraje las contiendas que
se susciten sobre éstos si no es mediante acuerdo
del Gobierno, a propuesta del Departamento de
Economía y Finanzas.

CAPÍTULO V
Utilización y aprovechamiento

Artículo 26
En la utilización de los bienes afectados a los

servicios públicos se han de observar las reglas
propias de éstos, así como las instrucciones dic-
tadas por las autoridades responsables de su fun-
cionamiento.

Artículo 27
El uso de los bienes de dominio público he-

cho por personas o entidades determinadas, de
forma que no impida el de otros, si concurren
circunstancias singulares de peligrosidad, de
intensidad de uso u otros parecidos, se ha de
sujetar a licencia para garantizar la continuidad
del uso común.

Artículo 28
El uso de los bienes de dominio público he-

cho por personas o entidades determinadas que
implique la limitación o la exclusión de otras
exige el otorgamiento de un permiso de ocupa-
ción temporal si no implica la realización de
obras de carácter permanente. Estos permisos
podrán ser libremente revocados en cualquier
momento por la Administración. Si los solicitan-
tes fuesen más de uno se observarán siempre las
reglas de publicidad y concurrencia.

Artículo 29
1. Cuando requieran la ejecución de obras de

carácter permanente, el uso de los bienes espe-
cificados por el artículo 28 ha de ser otorgado
mediante una concesión administrativa por el
procedimiento de publicidad y concurrencia y
por un tiempo limitado, que no podrá exceder
de sesenta años, excepto que unas leyes espe-
ciales establezcan un plazo diferente.

2. Las concesiones se otorgarán, salvando los
derechos de propiedad y sin perjuicio de otro,
para una finalidad concreta y mediante el pago
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del canon anual que se fije. Se considerará im-
plícita la facultad de la Administración de la
Generalidad de resolver las concesiones antes
de su vencimiento, si lo justificarán las circuns-
tancias sobrevenidas de interés público. El con-
cesionario deberá que ser resarcido de los da-
ños que se le hayan producido. El mencionado
canon anual no podrá ser inferior al resultado
de aplicar al valor del elemento patrimonial de
que se trate al tipo de interés legal del dinero.

Artículo 30
1. Los bienes patrimoniales de la Generali-

dad que no interesa enajenar han de ser explo-
tados de acuerdo con el criterio de más renta-
bilidad, en las condiciones usuales en la práctica
civil o mercantil.

2. Sin embargo, los arrendamientos a parti-
culares y cualquier otra forma de cesión se han
de sujetar a los principios de publicidad y de
concurrencia.

3. El consejero o consejera de Economía y
Finanzas puede acordar la explotación de los
bienes patrimoniales cuando ésta se tenga que
instrumentar con sujeción a la legislación regu-
ladora de los arrendamientos rústicos o urbanos;
corresponde al Gobierno acordar cualquier otra
forma de cesión de uso.

Artículo 31
1. Corresponde al Departamento de Econo-

mía y Finanzas el ejercicio de los derechos inhe-
rentes a la participación en organismos, institu-
ciones, entidades y empresas que utilizan bienes
y derechos de la Generalidad de Cataluña.

2. Los representantes de la Generalidad en
las administraciones de estas empresas ha de
atender las instrucciones que les dé dicho De-
partamento, de acuerdo, si fuera el caso, con los
otros departamentos interesados por razón de
la materia.

CAPÍTULO VI
Protección y defensa

Artículo 32
1. La Generalidad de Cataluña tiene la facul-

tad de promover y de ejecutar el deslinde entre
los bienes que le pertenecen y los de otro los
límites de los cuales sean imprecisos o cuando
fuesen apreciados indicios de usurpación, me-
diante procedimientos administrativos y escu-
chados los interesados.

2. Mientras se tramitará el procedimiento
administrativo, no se podrá iniciar ningún tipo de
procedimiento judicial que proponga el mismo
resultado, ni se admitirán interdictos sobre el
estado posesorio de las fincas de la Generalidad.

Artículo 33
1. La Generalidad de Cataluña puede recu-

perar por ella misma, en cualquier momento, la
posesión de sus bienes de dominio público.

2. Igualmente puede recuperar los bienes
patrimoniales en el plazo de un año, contado a
partir del día siguiente de la fecha de haberse
producido la usurpación. Pasado este tiempo,
únicamente podrá hacerlo acudiendo ante la
jurisdicción ordinaria.

No se admitirán interdictos contra las actua-
ciones de la Administración de la Generalidad
en esta materia.

Artículo 34
Cualquier departamento que tiene asignado

un inmueble que, total o parcialmente, esté in-

merso en un planeamiento a desarrollar, en un
sistema de gestión pendiente de actuación o en
un proyecto de urbanización pendiente de re-
dacción, tramitación o ejecución, que no ha sido
promovido por el mismo Departamento que
tiene asignado el bien, ha de ponerlo en cono-
cimiento del Departamento de Economía y
Finanzas, al cual corresponde la adopción de las
medidas procedentes en defensa de los derechos
y los intereses de la Generalidad de Cataluña.

Artículo 35
La adscripción o la cesión del derecho de uso

de un inmueble propiedad de la Generalidad de
Cataluña a favor de un organismo autónomo,
de una empresa pública, de una entidad gestora
de la Seguridad Social o de cualquier otro ente
comporta la asunción por éstos del pago de las
primas de seguro, correspondientes a los con-
tratos de seguro del continente del bien cedido
y de la responsabilidad civil derivada del inmue-
ble, que se devenguen desde la fecha de la ce-
sión o la adscripción hasta que finalicen.

Artículo 36
1. Todos los nuevos contratos de seguros lle-

vados a cabo por los organismos autónomos de
la Generalidad, por las empresas y las sociedades
a las que se refiere el artículo 1.a y b de la Ley
4/1985, de 29 de marzo, del Estatuto de la em-
presa pública catalana, por la Corporación Ca-
talana de Radio y Televisión, por el Servicio
Catalán de la Salud y por las entidades gestoras
de la Seguridad Social, incluido el Instituto
Catalán de la Salud y, en general, por las enti-
dades en las cuales la participación directa o
indirecta o la representación de la Generalidad
sea mayoritaria han de ser objeto de un infor-
me previo de la Dirección General del Patrimo-
nio de la Generalidad de Cataluña. Este infor-
me, que tiene un carácter vinculante, ha de ser
emitido en el plazo de un mes.

2. Para la emisión del informe al que hace
referencia el apartado 1, que tiene por objeto el
pliego de prescripciones técnicas y, en especial,
el presupuesto de licitación, se ha de remitir a
la Dirección General del Patrimonio de la Ge-
neralidad de Cataluña todo el expediente, in-
cluyendo, si procede, los pliegos de cláusulas
administrativas particulares y los pliegos de
prescripciones técnicas y también una copia del
contrato de seguros suscrito.

3. Si se mantienen las mismas condiciones
técnicas y económicas para la renovación de
contratos de seguros que ya tienen el informe
previo, éste sólo se ha de comunicar a la Direc-
ción General del Patrimonio de la Generalidad
de Cataluña. En el caso que se modifiquen o
varíen algunas de las condiciones del contrato
de seguros, se ha de solicitar el correspondiente
informe previo a la mencionada Dirección Ge-
neral.

Artículo 37
1. El Departamento de Economía y Finan-

zas ha de llevar el inventario general del patri-
monio de la Generalidad, que ha de compren-
der los bienes inmuebles de dominio público y
patrimoniales y los bienes muebles de carácter
histórico, artístico o de considerable valor eco-
nómico, los derechos y los títulos-valores.

2. En relaciones separadas se han de inven-
tariar los bienes y los derechos sujetos a acon-
dicionamientos y las concesiones administrativas
a favor de la Generalidad.

3. Se ha de establecer también un servicio de
contabilidad patrimonial, que dependerá fun-
cionalmente de la Intervención General de la
Generalidad.

Artículo 38
1. Para la inscripción de los bienes y derechos

de la Generalidad en el Registro de la propie-
dad se ha de aplicar el régimen establecido en
la Ley hipotecaria y en el de su reglamento para
los bienes y derechos del Estado.

2. Una vez adquiridos los inmuebles, por
cualquiera de los procedimientos indicados en
la presente Ley, la Dirección General del Patri-
monio, que tiene la representación de la Gene-
ralidad, procederá a asignarlos al Departamento
interesado, caso que el expediente de adquisi-
ción no llevara implícita la asignación, a inven-
tariar los bienes o derechos adquiridos y a ins-
cribirlos en el registro de la propiedad, cuando
procediera.

Artículo 39
La extinción de los derechos constituidos

sobre los bienes de dominio público en virtud
de permiso, autorización o concesión o cualquier
otro título y de las situaciones posesorias a qué
hubiera podido dar lugar se ha de efectuar por
vía administrativa, previa instrucción de expe-
diente y escuchado el interesado, y con indem-
nización según sea en derecho.

CAPÍTULO VII
Responsabilidades y sanciones

Artículo 40
Cualquier persona natural o jurídica que tiene

a su cargo la gestión de los bienes o de los de-
rechos a los que se refiere esta Ley está obligada
a tener cuidado de su custodia, conservación y
explotación racional, y tiene que responder
delante la Generalidad de los daños y los per-
juicios ocurridos por su pérdida o detrimento,
cuando concurran fraude o negligencia.

Artículo 41
1. Los particulares, ya sean personas físicas

o jurídicas que por fraude, negligencia o a título
de simple inobservancia causen daños en el
dominio público de la Generalidad, o la usurpen
de la manera que sea, estarán obligados a repa-
rar el daño y a restituir el que han sustraído y
serán responsables de la comisión de hechos
constitutivos de infracción administrativa.

2. Las infracciones administrativas se clasi-
ficarán en leves, graves y muy graves.

a) Se consideran infracciones leves las que
hayan producido daños hasta 601,01 euros.

b) Graves, las que hayan producido daños de
601,01 a 6.010,12 euros.

c) Muy graves, las que hayan producido da-
ños de más de 6.010,12 euros.

3. Las sanciones a imponer serán las siguien-
tes:

a) Por infracciones leves, hasta el tanto del
perjuicio causado.

b) Por las infracciones graves desde el tan-
to hasta el tanto y medio del perjuicio causado.

c) Y por las infracciones muy graves del tanto
y medio al doble del perjuicio causado.

4. Las sanciones a imponer se graduarán
atendiendo a la intencionalidad, la naturaleza
de los perjuicios causados o la reincidencia.

5. Por disposición reglamentaria se podrá
regular el procedimiento para el ejercicio de la
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potestad sancionadora, atendiendo a los prin-
cipios del procedimiento sancionador que regula
el capítulo I del título IX de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre.

6. Tanto las infracciones como las sanciones
prescribirán en los plazos y las condiciones que
establecen las normas con rango de ley.

7. El ejercicio de la potestad sancionadora
corresponderá al director o directora general del
Patrimonio, sin posibilidad que se pueda dele-
gar en ningún otro órgano distinto, de acuerdo
con la Ley 30/1992.

8. Contra la resolución del director o direc-
tora general del Patrimonio, se podrá interpo-
ner recurso de alzada.

Artículo 42
Cuando los hechos a que se refiere el artículo

anterior pudieran constituir delito o falta, la
Generalidad lo pondrá en conocimiento de la ju-
risdicción penal y se dejará en suspenso la reso-
lución definitiva de los procedimientos admi-
nistrativos hasta que esta no se haya pronunciado.
(02.354.042)

DECRETO LEGISLATIVO
2/2002, de 24 de diciembre, por el que se aprue-
ba el Texto refundido de la Ley 4/1985, de 29 de
marzo, del Estatuto de la Empresa Pública Ca-
talana.

 La disposición final 2, apartado 2, de la Ley
21/2001, de 28 de diciembre, de medidas fisca-
les y administrativas, autorizó al Gobierno para
que en el plazo máximo de un año desde la en-
trada en vigor de esta Ley, con el dictamen pre-
vio de la Comisión Jurídica Asesora, refundiera
en un texto único la Ley 4/1985, de 29 de mar-
zo, del Estatuto de la Empresa Pública Catalana,
incorporando las modificaciones que se intro-
ducen mediante esta Ley y las introducidas por
las leyes de presupuestos posteriores a la entrada
en vigor de la mencionada Ley, y por las dispo-
siciones siguientes:

Decreto legislativo 5/1986, de 25 de septiem-
bre, de modificación de la Ley 4/1985, de 29 de
marzo.

Decreto legislativo 9/1994, de 13 de julio, de
aprobación del Texto refundido de la Ley de
finanzas públicas de Cataluña.

Ley 9/1997, de 23 de junio, sobre la partici-
pación de la Generalidad de Cataluña en socie-
dades mercantiles y civiles y de modificación de
las leyes 11/1981, 10/1982 y 4/1985.

Ley 17/1997, de 24 de diciembre, de medidas
administrativas y de organización.

Ley 25/1998, de 31 de diciembre, de medidas
administrativas, fiscales y de adaptación al euro.

Ley 4/2000, de 26 de mayo, de medidas fisca-
les y administrativas.

Ley 15/2000, de 29 de diciembre, de medidas
fiscales y administrativas.

Asimismo, el apartado 2 de la disposición final
cuarta, estableció que la autorización para la
refundición incluía también la facultad de regu-
larizar, aclarar y armonizar estas disposiciones,
así como la obligación de efectuar la conversión
a la unidad monetaria euro de todos los importes
a que se refieren las disposiciones que han de
integrar el Texto refundido.

Por tanto, en ejercicio de la mencionada de-
legación, de acuerdo con el dictamen emitido
por la Comisión Jurídica Asesora, y de acuer-
do con el Gobierno,

DECRETO:

Artículo único
Se aprueba el Texto refundido de la Ley del

Estatuto de la Empresa Pública Catalana, que
se publica acto seguido.

DISPOSICIÓN FINAL

Este Decreto legislativo entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diari Ofi-
cial de la Generalitat de Catalunya.

Barcelona, 24 de diciembre de 2002

JORDI PUJOL

Presidente de la Generalidad de Cataluña

FRANCESC HOMS I FERRET

Consejero de Economía y Finanzas

TEXTO REFUNDIDO
de la Ley del Estatuto de la Empresa Pública
Catalana

CAPÍTULO I
Ámbito de aplicación y criterios generales de
actuación de la empresa pública catalana

Artículo 1
Esta Ley se aplica:
a) A las entidades autónomas de la Genera-

lidad que realizan operaciones o prestan servi-
cios de carácter principalmente comercial, in-
dustrial o financiero.

b) A las empresas de la Generalidad:
b.1 Entidades de derecho público con perso-

nalidad jurídica propia sometidas a la Genera-
lidad, pero que deban ajustar su actividad al or-
denamiento jurídico privado.

b.2 Sociedades civiles o mercantiles con par-
ticipación mayoritaria de la Generalidad, de sus
entidades autónomas o de las sociedades en las
que la Generalidad o las mencionadas entida-
des posean también participación mayoritaria
en su capital social.

c) A las sociedades civiles o mercantiles vin-
culadas a la Generalidad, es decir, las que son
gestoras de servicios públicos cuya titularidad
ostente la Generalidad o las que han suscrito
convenios con la misma, y en las que ésta posea
la facultad de designar todos o una parte de los
órganos de dirección o participa directa o indi-
rectamente en ellos, como mínimo, en un 5% del
capital social.

Artículo 2
1. La actuación de las entidades y las empre-

sas incluidas en el ámbito de aplicación de esta
Ley debe inspirarse en criterios de rentabilidad,
economía y productividad, aplicados de acuerdo
con los objetivos que les son fijados por los ór-
ganos correspondientes y bajo el principio de no
discriminación respecto al sector privado. Asi-
mismo procurará contribuir al fomento del em-
pleo y al desarrollo tecnológico.

2. La imposición de obligaciones de servicio
público o de objetivos de interés social que com-
portan una minoración de los ingresos de explo-
tación o un aumento de los costes de producción
serán objeto de evaluación económica en cada
ejercicio a fin de consignar en los Presupuestos
de la Generalidad las dotaciones compensato-
rias necesarias.

CAPÍTULO II
De las entidades autónomas de la Generalidad
que realizan operaciones o prestan servicios de
carácter principalmente comercial, industrial o
financiero.

Artículo 3
1. Mediante ley del Parlamento, podrán cons-

tituirse entidades autónomas de la Generalidad
que realicen operaciones o presten servicios de
carácter principalmente comercial, industrial o
financiero. La ley de creación ha de determinar
las funciones, los recursos económicos que se le
asignan y las bases de su organización y su ré-
gimen jurídico.

2. Corresponde al Gobierno, mediante de-
creto, desarrollar su organización y el régimen
jurídico, y así mismo aprobar los estatutos, de-
terminar el Departamento al que quedarán
adscritas y los bienes que se les asignen.

Artículo 4
De acuerdo con lo que dispone la normativa

patrimonial de la Generalidad de Cataluña, las
entidades a las que hace referencia este capítu-
lo pueden solicitar para el servicio de sus fines de
forma directa y permanente al Departamento de
Economía y Finanzas, mediante el departamento
del cual dependen, la adscripción de bienes pa-
trimoniales de la Generalidad de Cataluña.

Artículo 5
1. Los bienes adquiridos por estas entidades

de forma distinta a la expresada en el artículo
4 deben incorporarse a su patrimonio propio.

2. Estas entidades no pueden enajenar los
bienes afectos de manera permanente y direc-
ta al cumplimiento de su finalidad institucional.
En caso de disolución, los activos de estas en-
tidades, dada su naturaleza, se incorporarán al
dominio público o a los bienes patrimoniales de
la Generalidad.

3. Los bienes o derechos propios no afecta-
dos de forma permanente y directa al cumpli-
miento de la finalidad institucional de estas
entidades pueden ser enajenados, previa auto-
rización.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto
5, la autorización a que se refiere el punto 3
deberá hacerse por el Parlamento cuando el
valor de la tasación exceda los 12.020.242,09
euros. Si la tasación es superior a los 6.010.121,04
de euros pero inferior a los 12.020.242,09 euros,
la autorización corresponde al Gobierno de la
Generalidad de Cataluña, y si la valoración es
inferior a los 6.010.121,04 de euros será autori-
zada por el consejero o consejera de Economía
y Finanzas.

5. No será precisa autorización administra-
tiva en los casos siguientes:

a) Cuando se trata de bienes adquiridos con
la finalidad de devolverlos al tráfico jurídico
privado, de acuerdo con las funciones atribui-
das a las entidades autónomas.

b) Cuando se trata de bienes adquiridos co-
mo inversión de las reservas a que legalmente
están obligadas.

c) Cuando el valor de los bienes es inferior
a 60.101,21 euros

6. La transmisión a título gratuito de los bie-
nes pertenecientes a los entes públicos debe ser
autorizada por el Gobierno en los términos y con
las finalidades que establece la normativa patri-
monial.


